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RESUMEN
La no aplicación de los mecanismos de Protección Internacional tal como el no
reconocimiento de la determinación de la condición de refugiado y la negación del asilo a
población migrante víctima de migración forzada, no solo agrava las condiciones de
vulnerabilidad de los migrantes porque el Estado no responde adecuadamente a sus
necesidades específicas, sino porque además el Estado está violando lo estipulado en el
derecho internacional sobre derechos humanos e ignorando sus responsabilidades
adquiridas al haber reconocido, firmado y ratificado instrumentos del Régimen de
Protección Internacional como la Convención y Protocolo sobre el Estatuto de los
Refugiados de 1951. A pesar de que Colombia es el mayor receptor de migrantes
venezolanos en América Latina debido a su proximidad geográfica, es a la vez uno de los
países con menor número de refugiados y asilados venezolanos. Enumerando las barreras
en el acceso al sistema de asilo en Colombia, este artículo busca explicar cómo y por qué el
Estado Colombiano en la práctica no está aplicando el régimen de protección internacional
y regional con la migración venezolana. A través de un análisis cualitativo de la
normatividad migratoria, informes de organizaciones no gubernamentales, noticias, y la
realización de entrevistas a abogados, académicos y miembros de organizaciones de base,
esta tesis halló que a pesar de la sugerencia de organizaciones defensoras de migrantes a
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reconocer la mayoría de los venezolanos como refugiados bajo la Declaración de Cartagena
de 1984, es posible observar una negación institucional y social. La cual se ha argumentado
bajo el imaginario colectivo que los venezolanos son tan sólo migrantes económicos en
busca de mejores oportunidades de vida. Ignorando los factores estructurales por los que los
venezolanos han decidido huir, y los cuales ampara la Declaración de Cartagena en su
definición de refugiado.
Palabras claves: Migración venezolana, Colombia, Sistema de Protección Internacional,
Declaración de Cartagena, refugiados.
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A. Planteamiento del problema
Desde el 2015 la migración venezolana ha traído un cambio radical en América del
Sur. La región pasó de caracterizarse por ser generadora de emigrantes a ser receptora de
inmigrantes. Aunque a finales del siglo XIX y durante el primer tercio del siglo XX, debido
a las crisis económicas y las guerras mundiales muchos países sudamericanos recibieron un
número importante de inmigrantes europeos y asiáticos (Castro, 2019), la región nunca en
la historia se había enfrentado ante un flujo humano tan grande y en tan corto periodo de
tiempo. Para finales del 2019, por primera vez los venezolanos se ubicaban como el
segundo mayor flujo de nuevos desplazamientos internacionales después del sirio (Proyecto
Migración Venezuela, 2020) (gráfica 1). La crisis económica, política y social en Venezuela
a partir de 2013, ha empujado a más de cinco millones de ciudadanos a abandonar el país,
lo que representa casi el 14% de la población venezolana (Gráfica 2). Solo entre 2015 y
2017 el número de migrantes venezolanos en América Latina aumentó en un 900%, de
89.000 a 900.000 personas (El Espectador, 2018). Un mayor desafío ha representado la
migración venezolana para los países vecinos. La gran mayoría del desplazamiento, casi
tres cuartas partes, ha sido intrarregional y por vía terrestre (Migration Data Portal, 2020).
Por ello los países fronterizos han sido la primera opción de destino, como lo son Colombia
y Brasil.
Debido a la proximidad y una frontera porosa, Colombia tiene la mayor cantidad de
migrantes venezolanos de América Latina, casi dos millones de migrantes. De los cuales
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más de la mitad se encuentran en situación irregular. Según Migración Colombia, la
autoridad migratoria colombiana, 1.024.000 venezolanos de los 1.800.000 dentro del país
no tenían documentos de permiso de residencia hasta julio de 2020. Esta cifra representa el
57% de los migrantes venezolanos en Colombia (EFE, 2020).
Gráfica 1. Países de origen con mayor desplazamiento internacional a final de 2019.
Fuente: ACNUR Reporte Tendencias globales 2020.
En comparación con otros países de América del Sur, específicamente con Brasil,
Colombia es el país que ha otorgado la menor cantidad de reconocimientos de condición de
refugiado y asilo a los venezolanos. Mientras que Brasil con 260.000 venezolanos en su
territorio otorgó el estatus de refugiado a casi 38.000 solicitantes entre febrero y septiembre
del  2020 (Human Rights Watch, 2020), Colombia, a diciembre de 2019 solo había
otorgado el estatus de refugiado a 140 de 10.479 solicitudes (Inmovilidad Américas, 2020).
Hasta principios de 2020, el número de solicitudes pendientes había aumentado a 17.000
(SEMANA, 2020).
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Gráfica 2. Número de refugiados y migrantes venezolanos en América Latina.
Fuente: Plataforma de Coordinación para los Refugiados y los Migrantes de Venezuela
(R4V). Reliefweb.int
Para muchos expertos y organizaciones la migración venezolana puede ser
considerada como migración forzada bajo la Convención de Refugiados de 1951 y su
Protocolo, y la Declaración de Cartagena de 1984. Los venezolanos están huyendo de lo
que se ha denominado una Emergencia Política Compleja, una crisis humanitaria
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prolongada en el tiempo que tiene un origen político y que logra afectar a todos los ámbitos
de la vida humana en una sociedad determinada (Transparencia Venezuela, 2017). Sin
embargo, es posible observar que Colombia está faltando a sus obligaciones internacionales
y sus compromisos con el Derecho Internacional de los Derechos Humanos. Brindar una
adecuada e inmediata  protección internacional a los venezolanos debería ser una prioridad
estatal. Un reto para Colombia, quien no tiene una ley de inmigración bien desarrollada.
Debido a su conflicto armado interno, el Estado se ha enfocado más en el patrón de
emigración y más específicamente en la población víctima de desplazamiento forzado.
Colombia es el país con la mayor población de desplazados internos del mundo.
B. Propósito de la investigación
 En momentos en que la mayoría de los académicos están interesados en el patrón
de la migración Sur-Norte, como la migración centroamericana a los Estados Unidos y la
migración del África subsahariana a Europa a través del mar Mediterráneo, esta tesis surge
desde la necesidad de atraer atención a una de la crisis migratoria más ignorada y
desfinanciada de la historia. Asimismo,  la tesis responde al cuestionamiento sobre la
verdadera gestión del principal país receptor del flujo migratorio venezolano, Colombia.
Comprobar si es verdad el discurso de la buena voluntad política para con los “hermanos
venezolanos” en la práctica, es el enfoque de esta investigación. Por lo tanto, al examinar
cómo el Estado colombiano está otorgando protección internacional a los venezolanos, se
puede resaltar los avances y errores cometidos hasta el momento, con el fin último de
sugerir recomendaciones de políticas públicas a largo plazo para que el estado colombiano




Esta tesis utilizará la teoría política de la Ética del Cuidado desarrollada por Daniel
Engster para analizar y evaluar la respuesta institucional a quienes reclaman protección
internacional. Esta teoría entiende la noción del cuidado como una obligación moral a la
que están sujetos los individuos y las instituciones, las cuales son manejadas por seres
humanos. El reconocimiento que los individuos dependen de otros para su bienestar, es la
base de esta teoría. El cuidado se logra poner en práctica a través de un conjunto de
acciones y procedimientos que se sustentan en tres virtudes: atención, receptividad y
respeto (Canefe, 2016). Asimismo, emplee la aplicabilidad que la profesora Nergis Canefe
propone de la teoría de la Ética del Cuidado al campo de la migración forzada. Canefe
plantea que en una situación de migración forzada el procurar cuidar del otro responde a un
acto  de responsabilidad moral colectiva, siendo conscientes que ha habido culpa
intencional o no intencional en ese desplazamiento forzado. Un ejemplo claro que ilustra es
la responsabilidad colectiva de Europa en la migración Subsahariana debido al pasado
colonizador. Por lo tanto, aquella responsabilidad moral colectiva  se apoya en una noción
histórica.
Hice uso del planteamiento de Canafe como un lente reflexivo y teórico en el caso
de la migración venezolana en Colombia. Teniendo en cuenta que el cuidado es un acto de
responsabilidad más que un acto de caridad, este marco me permitió comprender la relación
entre los estados receptores de migrantes y los recién llegados. En este caso el Estado
Colombiano y los venezolanos, dentro de un espacio de ética relacional que emerge de la
historia. Así que propongo que la responsabilidad de Colombia proviene de dos hechos
históricos. Primero, un mismo pasado compartido. Venezuela, Colombia, Ecuador y
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Panamá solían ser el mismo país llamado La Gran Colombia hasta 1829. Hay un dicho
popular en aquellos países que dice que ambos estados son naciones hermanas,  no solo
porque comparten una historia de formación como repúblicas independientes, sino también
una serie de tradiciones, ritos, cultura e idioma. En segundo lugar, planteo que Colombia
debería estar agradecida con Venezuela por haber recibido alrededor de un millón de
colombianos durante las décadas de los 70 's y 80' s. Venezuela fue refugio para muchos
que huían de un conflicto armado cada vez más violento. Para 1991 había alrededor de un
millón de colombianos en el país vecino.
CAPÍTULO 2
Revisión de la literatura
La revisión de la literatura de esta tesis está ordenada en cuatro secciones. Para
comprender cómo se está otorgando Protección Internacional a los venezolanos en
Colombia primero fue necesario comenzar por una revisión general del contexto histórico
del surgimiento de la protección como un derecho tanto a nivel mundial como regional en
América Latina, este último dentro del cual se circunscribe la normatividad migratoria
colombiana . Seguidamente, se analizó la efectividad de dicha Protección Internacional,
haciendo un énfasis en el alcance limitado de la definición de refugiado y su fundamento en
la noción de persecución. Para este objetivo presentaron algunas propuestas que se han
realizado para un mejor funcionamiento del régimen. Este punto fue un análisis clave para
entender luego en los resultados las barreras en el acceso a una debida protección estatal.
Por último, se examina cómo y quién ha sido beneficiario de la institución de la Protección
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Internacional en Colombia. Una tarea difícil debido a la poca literatura académica respecto
al tema.
A. El surgimiento del Sistema Internacional de Protección de los Refugiados
La práctica de brindar protección siempre ha estado presente en la humanidad. El
asilo es una institución histórica que en la antigüedad se concebía como una tradición
común de hospitalidad con carácter religioso entre las primeras civilizaciones como los
hebreos, quienes establecieron ciudades de refugio (Undabarrena, 1993). Sin embargo, es la
civilización romana en el siglo IV quien usa por primera vez el asilo desde una concepción
legal, y quien se encargaría de expandirlo por toda Europa a través de la difusión del
cristianismo (Morales, 2019). Por lo tanto el asilo se establece  y se desarrolla
primeramente como una institución religiosa basada en el principio de la piedad y
misericordia, y es ofrecida principalmente por la Iglesia en sus templos, posteriormente por
monarquías y repúblicas para proteger criminales, soldados desertores y esclavos que huían
de sus amos (Undabarrena, 1993). Sin embargo, esta concepción religiosa sería
reemplazada por una humanitarista que ubicaría al Estado como el único responsable de
ofrecer y otorgar protección. Una tendencia que se mantendría en el tiempo, y tomaría
fuerza durante la Revolución Francesa cuando el asilo es incorporado a la constitución de
1791 (Magallanes, 2019). Es a partir de este periodo que el asilo se consolida como una
institución política dirigida a proteger a los perseguidos políticos de la época , y lejos de
establecerse como un derecho subjetivo, éste se convierte en una prerrogativa de los
Estados soberanos (Corte Interamericana de Derechos Humanos [CIDH], 2018). Una
tendencia vigente  hasta hoy. Pues si bien es cierto que gracias a la evolución del Derecho
Internacional el asilo se  concibe en la actualidad como un derecho al cual todos las
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personas pueden acceder1, (CIDH,2018) no existe ningún instrumento legal internacional
que reconozca el derecho a recibir asilo, ni alguno que obligue a los Estados a otorgarlo
(Morales,2010).
Por otro lado, el refugio es un término más moderno. Resultado de una serie de
medidas reaccionarias al aumento desproporcionado de población desplazada como
consecuencia de los conflictos bélicos internacionales ocurridos durante la primera mitad
del siglo XX  (Triola, 2014).  La historia del Régimen de Protección Internacional de
Refugiados comienza en 1921 con la Liga de las Naciones, quien respondiendo a una
petición del Comité Internacional de la Cruz Roja (ICRC) elige al noruego Fridtjof Nasen
como el Alto Comisionado para los Refugiados con el fin de brindar asistencia a más de un
millón de  rusos desplazados por la Primera Guerra Mundial (1914-1918) , la Guerra de los
Balcanes (1918-1921), y la Guerra Greco-Turca (1919-1922) (Jaeger, 2001). Una iniciativa
que se convertiría en la primera vez que la comunidad internacional se proponía asumir la
responsabilidad de proteger a determinados nacionales (Feller, 2001). Unos años más tarde
el mandato del Alto Comisionado se extendería a refugiados producidos por conflictos
liderados por el Imperio Otomano, como lo fueron los armenios, asirios, sirios, caldeos,
turcos y kurdos (Galindo, 2011). Uno de los grandes logros de Nassen fue la creación de los
Pasaporte Nansen,  considerado el “inicio del Derecho Internacional de los Refugiados”
(Labman, 2010). Estos eran un documento de identidad que permitía a los refugiados viajar
internacionalmente. Al morir Nansen, sus funciones se traspasaron a otras instituciones
creadas paulatinamente y aún bajo la orden de la Liga de las Naciones 2 (Jager, 2001).
2 La Oficina Internacional Nansen para los Refugiados (1931-1938), la Oficina del Alto Comisionado para los
Refugiados provenientes de Alemania (1933-1938), la Oficina del Alto Comisionado de la Sociedad de
1 Plasmado en los artículos XXVII de la Declaración Americana de Derechos Humanos y Deberes del
Hombre de 1948, y 22.7 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.
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Fue entonces durante este contexto que por primera vez en la historia en 1933 se
intenta crear un marco legal para refugiados específicamente para los armenios y rusos,  a
través de la adopción de la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados del 28 de
octubre de 1933 (Feller, 2001) . A pesar de ser ratificada solo por 8 países3, la Convención
de 1933 sirvió como base para la futura Convención de 1951 no sólo porque ésta abordaba
la importancia del reasentamiento (Labman, 2010), sino que también es a partir de ésta que
el principio de non-refoulement adquirió el estatus de derecho de los tratados
internacionales (Jaeger, 2001). Sin embargo, la protección se otorgaba según la
nacionalidad del solicitante.
Unos años más tarde,  como resultado de la Conferencia Evian4 en 193, un periodo
entre guerras,  se crea el Comité Intergubernamental sobre Refugiados (IGCR),  a través
del cual se protegió por primera vez a personas que aún no habían dejado sus países de
origen, inicialmente a aquellos que buscaban huir de la Alemania Nazi. Posteriormente
dicha protección se extendió a todo aquel que huía de cualquier parte de Europa (Jaeger,
2001). El mandato del IGCR llegó a su fin en Junio 30 de 1947. Sin embargo, casi un año
antes, en abril 20 de 1946 ya se había creado la Organización Internacional de Refugiados
(IRO), una organización temporal de la recién creada Naciones Unidas (ONU), enfocada
en el reasentamiento de refugiados europeos a terceros países.
4 Una conferencia internacional con más de 32 delegaciones de diferentes Estados y convocada por el
presidente norteamericano Franklin D. Roosevelt el 6 Julio de 1938 en Évian-les-Bains, Francia con el
objetivo de buscar soluciones prontas para el desplazamiento masivo de refugiados judíos durante el Tercer
Reich de Adolf Hitler.
3 Bélgica, Bulgaria, Checoslovaquia, Dinamarca, Francia, Gran Bretaña, Italia y Noruega.
Naciones para los Refugiados (1939-1946) y la Oficina Intergubernamental Comité de Refugiados
(1938-1947).
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En diciembre 14 de 1950, un año antes de que el término de la IRO expirara, la
Asamblea General de la ONU adoptó el Estatuto de la Oficina del Alto Comisionado de
las Naciones Unidas  para los Refugiados (ACNUR), con el fin de continuar con las
funciones de la IRO. Las cuales se sustentarían legalmente seis meses después a través de
la creación y adopción de la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951. El
primer y único instrumento vinculante de protección para refugiados de carácter universal,
y el cual sigue vigente hasta hoy.(Feller, 2001). Un instrumento que no solo definió quién
es un refugiado sino que también estableció estándares mínimos de protección y derechos
a los cuales los refugiados deberían ser beneficiarios. La Convención definió refugiado a
todo aquel5:
“Que, como resultado de acontecimientos ocurridos antes del 1.o de
enero de 1951 y debido a fundados temores de ser perseguida por
motivos de raza, religión, nacionalidad, pertenencia a determinado grupo
social u opiniones políticas, se encuentre fuera del país de su
nacionalidad y no pueda o, a causa de dichos temores, no quiera
acogerse a la protección de tal país; o que, careciendo de nacionalidad y
hallándose, a consecuencia de tales acontecimientos, fuera del país
donde antes tuviera su residencia habitual, no pueda o, a causa de dichos
temores, no quiera regresar a él”.
Definiendo así al refugiado como un sujeto jurídico portador de derechos, y
reconociendo la subjetividad del aplicante por encima de la nacionalidad (Morales, 2010).
Adicionalmente, se retomó y se fortaleció un tema fundamental de la Convención de 1933,
la protección basada en el principio del non-refoulement en el artículo 33 (1) (Labman,
2010).   Desde entonces la Convención del 51 ha sido la base legal del Régimen de
5 Artículo 1ro del Capítulo 1ro Disposiciones Generales de la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados
de 1951. La cual entró en vigor el 22 de abril de 1954 a través del artículo 43 de las Naciones Unidas.
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Protección Internacional de Refugiados, y  ACNUR el guardia encargado de ponerla en
práctica en todo el mundo (Jaeger, 2001).
Sin embargo, al principio  el alcance temporal y geográfico de la Convención era
muy limitado, estaba dirigido solo a las personas que habían sido desplazadas en Europa
antes del 1ro de enero de 1951 (Labman, 2010). Esto creó vacíos de protección frente a
nuevos flujos migratorios que surgían en otras zonas geográficas y por causas diferentes,
como los conflictos armados internos, conflictos étnicos y guerras independentistas. Por
lo cual la Asamblea General de las Naciones Unidas se vio en la necesidad de adoptar el
Protocolo de  1967 (Feller, 2001). Instrumento legal que eliminó dichas limitaciones
geográficas y temporales.  Aún así, las cinco causales de persecución mencionadas
anteriormente quedaron vigentes. Haciendo que el resto del mundo se viera obligado a
adoptar sus propios instrumentos de protección complementaria a la Convención del 51
para hacer frente a sus propias realidades de desplazamiento forzado (Machado, 2013).  A
finales de la década de los 70s, además de la Convención de 1951 y su Protocolo de 1967,
existían adicionalmente 30 acuerdos internacionales y aproximadamente 20 instrumentos
regionales sobre protección de refugiados (Gallagher, 1989). Entre ellos se destacan la
Convención sobre Problemas de los Refugiados en África adoptada 1969 por la
Organización para la Unidad Africana, la cual intentó abordar la problemática de los
refugiados producidos por los procesos de descolonización; y la Convención de Cartagena
de 1984, como respuesta a los refugiados de Centroamérica que huían de guerras civiles
durante los 6o’s y 70’s. Ambos instrumentos han sido internacionalmente alabados por
aportar una definición más amplia de refugiado, alineada a los principios de derechos
humanos. Ésta última será explicada en más detalle en el siguiente apartado.
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B. El origen del Sistema de Protección Internacional en América Latina
De acuerdo con Morales, mientras que por un lado en la literatura latinoamericana
está presente la idea de que existe un dualismo normativo del sistema de protección
internacional, es decir, un régimen europeo y otro latinoamericano; por otra parte de
manera contestataria, se argumenta que lo que realmente está presente en América Latina es
una confusión conceptual entre asilo y refugio. Discusión literaria que se debe según
Magallanes (2019) a que en la práctica Latinoamérica ha habido un mayor desarrollo de la
institución del asilo,  el cual se ha contemplado desde dos vertientes, el asilo territorial y el
asilo diplomático, ambos desde una terminología casi invertida a lo que propone la
Convención del 51. El lugar en donde se solicita y se otorga la protección es a la vista la
mayor diferencia en ambas concepciones regionales. En lo contemplado en Ginebra durante
1951, para obtener el estatus de refugiado se debe aplicar desde afuera del territorio al que
se desea acceder. Mientras el asilo se puede solicitar físicamente ante cualquier frontera
(terrestre, marítima, o aérea) del Estado en el que se busca protección. En el caso
latinoamericano estas figuras legales se cruzan. El refugio concebido terminológicamente
en América Latina como  asilo territorial (Galindo, 2011), se solicita en las fronteras o
dentro del territorio del Estado protector. Mientras que el asilo  diplomático, conocido
como asilo político, se solicita sólo ante representaciones diplomáticas de un Estado en
tierras extranjeras como en los navíos de guerra, aeronaves militares, campamentos y
legaciones (Murillo, 2004). El asilo diplomático tuvo mayor relevancia histórica en la
región debido a su sustento en la persecución política (Jiménez, 2013). Una institución que
respondía perfectamente al contexto político de los años 50 's cuando Latino América
estaba azotada bajo varias dictaduras (Magallanes, 2019), y urgía para entonces proteger el
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creciente número de opositores políticos (Galindo, 2011). A pesar de esta diferencia
territorial, ambas concepciones regionales concuerdan en que el asilo es un derecho del
Estado, el cual se apoya en su discrecionalidad para otorgarlo o negarlo (CIDH, 2018).
Sin embargo, es necesario resaltar que la positivización de la protección
internacional en América Latina es más antigua que la europea, data desde finales del siglo
XIX. En 1889 a través del Tratado de Derecho Penal Internacional de Montevideo, por
primera vez después de un esfuerzo multilateral regional, se concibe el asilo como un
concepto jurídico y un derecho ( Murillo, 2004). A partir de allí hasta los años 60 se
desarrollará un robusto conjunto de instrumentos legales en la región  en relación al asilo,
un proceso completamente alejado de lo que se estaba concebiendo en Europa. Para
Morales, esto se explica debido a un desinterés en seguir los estándares europeos, primero,
porque se pensaba que éstos sólo respondían al problema europeo, y segundo, no eran
necesarios debido a la práctica consuetudinaria del derecho de asilo (Morales, 2010). Entre
los instrumentos que le siguieron al Tratado de Montevideo de 1889 están: la Convención
sobre Asilo (1928), la Convención sobre Asilo Político (1933), el Tratado sobre Asilo y
Refugio Político (1939) 14, la Convención sobre Asilo Diplomático (1954) y la
Convención sobre Asilo Territorial (1954).  En 1969 hubo un avance excepcional y sin
precedentes para la institución del asilo. El 22 de noviembre de aquel año el asilo se
circunscribió dentro de la protección de los Derechos Humanos cuando la Convención
Americana sobre Derecho Humanos en su artículo 22.7 sugiere el derecho a recibir asilo.
Logrando así esta institución un reconocimiento en el Derecho Internacional, lo que en
Europa nunca se ha logrado (Franco, 2003: citado en Morales, 2010).
Sin embargo, esta dependencia en la institución del asilo en América Latina quedó
obsoleta  ante el gran número de desplazados internacionales nunca antes visto en la región
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debido a los violentos conflictos internos que se vivía durante las décadas de los 60s y 70s,
como las guerras civiles en el Salvador, Guatemala, Nicaragua, y las dictaduras en Chile,
Argentina y Uruguay (CIDH, 2018). Los estados latinoamericanos concordaban en que no
solo existía un vacío normativo sino también una ausencia de capacidad institucional para
responder al nuevo reto migratorio (Esthimer, 2016), fallas que serían superadas con la
incorporación de la institución de refugio, una figura considerada en ese entonces exclusiva
del sistema europeo (Morales, 2010). El 22 de noviembre de 1984 el Grupo Contadora6
firma la Declaración de Cartagena sobre Refugiados. A pesar de ser un instrumento no
vinculante, fue considerado un marco de protección innovador e incluso revolucionario no
solo porque amplió la definición de refugiado, excluyendo las cinco razones tradicionales
que sustentan la persecución individual, sino porque también logró enlazar tres vertientes
de protección internacional: el Derecho Humanitario, el Derecho de los  Refugiados, y los
Derechos Humanos. Asimismo exhortó a la solidaridad regional y al reasentamiento
solidario para lograr una cooperación regional en protección humanitaria (Esthimer, 2016).
A pesar que la Declaración abiertamente invita y promueve a los países
latinoamericanos a la adhesión de la Convención del 51 a sus normatividades internas, su
definición de refugiado hace de la Declaración de Cartagena un instrumento más acertado a
la realidad conflictiva no solo de la región sino también del mundo. La declaración en su
conclusión tercera define al refugiado como aquellas:
“Personas que han huido de sus países porque su vida, seguridad o libertad
han sido amenazadas por la violencia generalizada, la agresión extranjera,
los conflictos internos, la violación masiva de los derechos humanos u otras
circunstancias que hayan perturbado gravemente el orden público”
(ACNUR, 1984, pg3).
6 Instancia multilateral establecida en enero de 1982 y conformada por los cancilleres de Colombia, México,
Panamá y Venezuela con el objetivo de plantear una salida democrática a los conflictos centroamericanos para
el restablecimiento del orden.
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La definición de refugiado y los estándares mínimos de protección creados por esta
declaración  han sido adoptados por la gran mayoría de los países de América Latina , entre
ellos Colombia.  Según Ortiz (2019), la adhesión de la Declaración de Cartagena en los
marcos normativos domesticos buscó aportar un enfoque más humanitario para la
protección de refugiados. Esto con el fin último de armonizar la práctica de la institución de
refugio en la región, la cual tendría que estar sustentada en  la solidaridad y el respeto por
los derechos humanos. La explicación de cómo se ha puesto en práctica la Declaración de
Cartagena en Colombia se realizará en la última sección de la revisión de la literatura.
C. Evaluando la efectividad del Régimen de Protección Internacional
Newland (2015) afirma que en la actualidad existe un inconformismo generalizado
y bien establecido no solo en la academia sino también en el campo de trabajo, sobre el
impacto y alcance de la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 en la vida
de seres humanos que están en busca de protección . Un inconformismo que en la academia
se puede ver en dos vertientes. Primero, están las críticas centradas a la limitada definición
de refugiado. Y segundo, a la interpretación realizada de la Convención.
Respecto a la definición de refugiado, Betts (2013) afirma que a pesar del
surgimiento de nuevos instrumentos de protección complementarios como la Convención
de la Unión Africana para la Protección y la asistencia de los Desplazados Internos en
África (OAU) de 1969, no es posible ver una evolución conceptual y jurisprudencial sobre
qué es un refugiado. La definición sigue siendo temporal y exclusiva para un determinado
grupo social capaz de cumplir con el requisito de demostrar un temor fundado de
persecución bajo las cinco categorías. Ignorando así un sin número de personas que deciden
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migrar por razones no contempladas en la Convención del 51. Betts subraya el caso
específico de aquellos que huyen de un Estado frágil que es incapaz de proveer una vida
digna a sus nacionales. Otro ejemplo claro son los desplazados ambientales. Quienes, según
Castles (2006) cabrían en la categoría de migración forzada. El autor propone un desarrollo
conceptual de refugiado que sea capaz de extender la protección a todo aquel que se
desplaza por cambios ambientales, desastres naturales y/o desastres provocados por el ser
humano. Sin embargo, para Ortiz (2013) el hecho de que grupos minoritarios como la
comunidad LGBTI-QA sean actualmente beneficiarios de protección internacional,
demuestra un avance en la práctica de lo que convencionalmente en el régimen de
protección internacional era posible imaginar.
Por el otro lado, está el grupo de académicos que señalan que el fracaso del régimen
de protección se encuentra en su errónea interpretación y ejecución. Entre ellos está
Newland (2015), quien argumenta que la interpretación no es consciente de las nuevas
realidades de desplazamiento forzado contemporáneo, y responde a un juego de poderes e
intereses políticos de los gobiernos de los Estados receptores. Los cuales en las últimas
décadas, según Franco (2018), aludiendo al principio de la soberanía estatal se han
encargado de aumentar muros fronterizos y diversas restricciones en el acceso al sistema
asilo. Un ejemplo claro para Hyndman (2000) de estas medidas son los campos de
refugiados, los cuales para la autora son tanques que “contienen el problema" sin darle una
solución estructural, condenando a los refugiados a ser comunidades excluidas. Por lo
tanto Hyndman compara el sistema de protección internacional con un humanitarismo
geopolítico que solo es capaz de proporcionar una protección paliativa. Un argumento
compartido por Van Hear (2003) quien exhorta a buscar soluciones que sean el resultado de
un balance entre políticas humanitarias pero con un carácter más permanente. No obstante,
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Koser (2016) propone que desviemos un poco la atención de los países de acogida. Pues no
recae en ellos la responsabilidad del fracaso del sistema de protección internacional; sino en
el "sesgo exílico" de la Convención de 1951, es decir, en la obsesión de la Convención en
imponer numerosas obligaciones a los Estados receptores y no a los Estados de origen
emisores de población desplazada. Por lo tanto, Koser propone que sean estos Estados
quienes deben hacerse responsables de sus connacionales, o por lo contrario deberían ser
castigados con  penalidades por parte de la comunidad internacional.
D. Colombia y el Régimen de Protección Internacional
Durante el proceso de buscar artículos académicos para esta sección fue posible
encontrar que debido al conflicto armado interno colombiano, hay una tendencia clara en la
academia de centrar la investigación en torno a la población en necesidad de protección en
Colombia hacia dos dinámicas sociales que han afectado al país por más de cuatro décadas.
Por un lado, se encuentra una vasta producción académica sobre las víctimas del
desplazamiento forzado interno. Según ACNUR, Colombia lidera en el mundo con la
mayor cifra de desplazados internos con más de 8 millones. Entre los autores que han
abordado este tema se puede mencionar los siguientes: (Evans, 1952), (Echeverry, 2005),
(Micolta, 2007), ( Cortés, A. & Maisonave, A., 2010), (Ortiz, D. & Kaminker, S., 2014) ,
(Carreño, 2014), (Nabil, 2019).
Por el otro lado, está la investigación que ha intentado comprender la emigración
internacional colombiana, con un especial énfasis en los países vecinos como Ecuador y
Venezuela, y asimismo Estados Unidos y España. Países donde se encuentra la mayor
cantidad de migrantes colombianos. La academia ha abordado el cuestionamiento del cómo
los colombianos han luchado por ser admitidos como refugiados en una región que a pesar
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de caracterizarse por promover la institución del asilo, establecida por el derecho
consuetudinario regional (Mondelli, 2019), en la práctica los Estados han establecido
barreras físicas, institucionales y sociales en el esfuerzo de responder alineadamente al
Sistema Interamericano de Derechos Humanos y al régimen de protección internacional
(Gómez, 2914).  En cifras globales hay alrededor de 500.000  colombianos con la
condición de refugiado (Franco, 2018). Sin embargo, en la última década ha sido notorio un
aumento en la cantidad de estudios e investigaciones sobre otra tendencia, la migración de
retorno, sobre todo de aquellos colombianos  provenientes de Venezuela y España.
La inmigración, y por lo tanto la protección internacional en Colombia han sido
temas poco explorados en la academia. Han sido las organizaciones internacionales como
Consejo Noruego para Refugiados, y organizaciones locales como la Consultoría para los
Derechos Humanos y el Desplazamiento (CODHES), quien ha producido reportes anuales
que han servido de base para un seguimiento, no oficial, de la protección internacional en el
país. En el informe Colombia de Seguimiento al Plan de Acción Brasil 2017, las
organizaciones CODHES, Cáritas Colombiana, y el Servicio Jesuita a Refugiados, explican
minuciosamente las fallas del sistema de asilo y concluyen que el Estado colombiano ha
fracasado en proteger tanto a los desplazados internos como a población extranjera en
necesidad de protección, y que por lo contrario a una respuesta humanitaria, la inacción del
Estado ha permitido que el grado de vulnerabilidad de estas personas se incremente. En su
mayoría los solicitantes de asilo son cubanos, haitianos, somalíes y venezolanos. Quienes al
llegar al país se asientan en territorios con presencia de actores armados y actividades
económicas ilegales. Como resultado terminan siendo víctimas, y no tienen otra escapatoria
que desplazarse de nuevo. Asimismo, el informe alerta que el número de solicitudes
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negadas para el reconocimiento de la condición de refugiado supera el número de las
solicitudes otorgadas. Una realidad que obedecería a dos problemas. Primero, a la negación
estatal de poner en práctica la Declaración de Cartagena. Y segundo, a la ausencia de un
mecanismo de auditoría que evalúe constantemente el procedimiento para la obtención de
refugio.
Este fracaso institucional en proteger a población en necesidad de protección tendría
su razón de ser, según Franco (2020), en el limitado y poco desarrollado marco normativo
en torno a la dimensión de la inmigracion.  Lo cual obedecerá al mismo tiempo a la poca
experiencia de Colombia en la recepción de inmigrantes y refugiados.  Colombia desde su
creación como república independiente había mantenido políticas de inmigración
restrictivas e incluso xenófobas, que respondian a una estrategia estatal de inversión y
progreso económico para el desarrollo del país (Gómez, 2014). El Estado colombiano ha
evitado a toda costa la recepción de inmigrantes y sobre todo de la población en necesidad
de protección (Leal, 2011 citado en Ortiz, 219). Un ejemplo claro para Ortiz (2019) fue la
larga vigencia de la Ley 48 de 1920 en la normatividad colombiana. Esta ley estableció
excepciones estrictas e inhumanas por las cuales no podían entrar extranjeros al territorio
colombiano, como por ejemplo aquel que sufriera una enfermedad grave. En 1936 se
restringió la entrada a más de treinta nacionalidades, entre ellos chinos, palestinos, polacos,
rumanos, rusos, sirios, turcos, yugoeslavos y alemanes. Mondelli (2019)  nos da otro
ejemplo, cuando nos recuerda que en 2002 el Estado colombiano decidió extraer de su
legislación nacional la definición de refugiado contenida en la Declaración de Cartagena.
Según el autor, esto con el fin último de dar la impresión de que no había refugiados en la
región para aquella época, y por lo tanto afirmar públicamente que no había la necesidad de
estar adheridos al derecho internacional de protección de refugiados.
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No obstante, Palma ( 2015) afirma que  esta tendencia ha ido transformándose
desde hace una década. Colombia ha pasado de ser tan solo un Estado emisor de migración,
a establecerse paulatinamente como un país de tránsito, inmigración y retorno. Dinámicas
migratorias que han promovido la instauración de instituciones sociales capaces de
responder a los nuevos retos, como la creación en el 2011 de la Unidad Administrativa
Especial Migración Colombia a través del Decreto presidencial 4062 (Palma, 2015).  La
cual es la entidad encargada de la protección internacional en Colombia. Sin embargo, esto
no ha sido suficiente. Franco (2018), asegura que en Colombia hay  “un grave déficit en la
protección internacional” , y la cual no se va a poder superar hasta que haya una
armonización entre el régimen de protección internacional y el ordenamiento de protección
colombiano. Por lo cual es urgente que Colombia avanza jurídicamente en la normatividad
de protección y extranjería, pues en Colombia las instituciones de asilo y refugio están
consagradas en simples decretos y no en leyes ordinarias.
El marco normativo y regulatorio sobre la protección de refugiados en Colombia ha
estado siempre plasmado en decretos administrativos reglamentarios, los cuales han
respondido a necesidades concretas de ciertos contextos históricos, en lugar de ser un
marco legal integral desarrollado por la rama legislativa (Ortiz, 2019 ). El Decreto 1067 del
2015, el cual reglamenta el sector de las relaciones exteriores de Colombia, establece el
procedimiento a seguir para la solicitud de asilo y refugio. El decreto recoge la definición
de refugiado no sólo de la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 y su
Protocolo facultativo de 1967, instrumentos ratificados en 1961 y  1980 respectivamente,




A. Pregunta de investigación
La pregunta de investigación a  responder fue: ¿Cuáles son los factores que
contribuyen a la disparidad numérica en el otorgamiento del reconocimiento  de la
condición de refugiado a los venezolanos en Colombia en comparación con otros países de
América del Sur?
Para responder a esta pregunta cuestioné si los venezolanos cumplen o no con los
requisitos para ser reconocidos como refugiados bajo el Régimen de Protección
Internacional, específicamente bajo lo estipulado en el instrumento regional de protección,
la Declaración de Cartagena de 1984. Asimismo, examiné cómo el Estado colombiano ha
incluido la normatividad de protección internacional a su norma doméstica, y por
consiguiente cómo la ha puesto en práctica.
B. Diseño y métodos de investigación
Esta tesis es un estudio de caso de la migración venezolana en Colombia. El diseño
de la investigación es mixto, debido al empleo de métodos cuantitativos y cualitativos.
Cuantitativo porque realicé un análisis y comparación de datos numéricos tales como
estadísticas oficiales de cifras de migrantes, refugiados, asilados, aplicación de asilo y
refugio, y otras estadísticas relevantes. Además del uso de tablas y gráficas para ilustrar
dichos datos numéricos en detalle. Asimismo, la investigación es cualitativa debido al
uso de método de análisis de legal de normas, marco de protección, decretos y políticas
públicas internacionales y nacionales. En adición, la revisión de informes de
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organizaciones no gubernamentales, organizaciones de base, instituciones oficiales y
centros de estudios. Debido a la pandemia y el mundo virtual que se instauró durante el
año 2020, asistir virtualmente o escuchar webinars y podcasts sobre la migración
venezolana en Sudamérica y Colombia, fue sin duda un método práctico y accesible. Es
necesario mencionar también que el análisis de noticias de diferentes medios de
comunicación fue clave para mantenerme actualizada. Finalmente, realicé entrevistas
semi estructuradas a través de  Zoom y  WhatsApp a abogados, académicos y miembros
de organizaciones de base, convirtiéndose en la fuente de información primordial y de
primera mano para esta tesis.
C. Perfil de los entrevistados
1. Stephanie López Villamil: Profesora e investigadora del grupo de Migraciones y
Desplazamientos de la Universidad Nacional de Colombia, y tambien miembro de
la Red de Movilidad de la Asociación Latinoamericana de Población (ALAP).
López es doctora en Estudios Políticos y Relaciones Internacionales de la
Universidad Nacional de Colombia, y magíster en Relaciones Internacionales del
Instituto de Estudios Políticos de Estrasburgo de Francia. Su producción académica
se ha centrado en el patrón migratorio Sur-Sur, migración venezolana, y migración
de retorno en Colombia.
2. Juan Ramón Navarrete Monasterio: Migrante y abogado venezolano radicado en
Colombia desde hace más de cuatro años. Además de ser actualmente consultor
para el PNUD y el Banco Mundial, es el Coordinador para América Latina y el
Caribe en el centro de estudios DeJusticia con sede en Bogotá, Colombia. Previo a
migrar a Colombia se desempeñó como director del Departamento de Instituciones
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Públicas y Director Regional para Centroamérica del Instituto Interamericano de
Derechos Humanos (IIDH) con sede en Caracas, Venezuela.
3. Nadia García Sicard: Profesora e investigadora de la Universidad Santo Tomás y
de la Universidad del Rosario de Bogotá, Colombia. Asimismo, consultora y
asesora en políticas públicas de migración en temas de integración social para el
Gobierno de Colombia. Sus temas de investigación se centran en la migración
Venezolana, y la migración en el Medio Oriente y el Magreb.
4. Julian Solorzano: Abogado especializado en migración y protección internacional
de la Secretaría Distrital de la Mujer de la ciudad de Bogotá, Colombia.  De igual
manera, es el coordinador del Nodo Bogotá - Boyacá del Programa Asistencia Legal
a PNPI de la organización defensora de derechos humanos Corporación Opción
Legal. En el momento de conducir la entrevista ejercía como el Director de la
Clínica Jurídica de Movilidad Humana Transfronteriza de la Facultad de
Jurisprudencia de la Universidad Del Rosario, Bogotá.
5. Lucía Ramírez Bolívar: Abogada, investigadora y defensora de derechos humanos
de inmigrantes y población víctima de desplazamiento forzado. Ramírez es magíster
en Trabajo Social de la Universidad de Chicago, Estados Unidos. Actualmente se
desempeña como Coordinadora de Investigaciones en los temas de Migración y
Venezuela de la organización y centro de estudios DeJusticia.
D.  Limitaciones
Si bien el creciente flujo migratorio venezolano ha tomado cabida en las agendas
políticas de los gobiernos latinoamericanos y en los medios de comunicación hasta
convertirse en un tema fundamental en el debate público diario, es poca la información
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académica y  datos oficiales enfocados a analizar y realizar un seguimiento en detalle sobre
cómo se está otorgando Protección Internacional a los venezolanos en Latino America,
especificamente en Colombia. La poca producción académica que existe sobre la migración
venezolana se centra en estudiar las causas de la migración. De igual manera, es difícil
hallar datos y estadísticas oficiales del número total de migrantes y refugiados debido al
subregistro causado por la alta tasa de entradas a través de pasos irregulares. El Estado
colombiano más allá de proporcionar un número de solicitudes de asilo y reconocimiento
de refugiados por año, no proporciona datos cualitativos sobre los refugiados venezolanos
en el territorio. Por lo cual fue esencial los reportes de organizaciones de base de la
sociedad civil, como las bases de datos de la Matriz de Seguimiento de Desplazamiento
(DTM), la Organización Internacional para las Migraciones (OIM), el Alto Comisionado de
Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR), y  la Plataforma de Coordinación para
Refugiados y Migrantes de Venezuela (R4V), ésta última una página web de operación
interagencial de ACNUR y la OIM.
El COVID-19 también representó una limitación personal en lo emocional y física
para llevar a cabo el trabajo de campo en Colombia. Se tenía planeado visitar algunas
organizaciones de base para realizar entrevistas en el verano del 2020, y las cuales tuvieron
que realizarse por vía virtual. Asimismo, tenía en mente viajar a Cúcuta, la ciudad
fronteriza colombiana que recibe la mayor cantidad de migrantes venezolanos diariamente.




“Esto de ser refugiado, uno se tiene que volver un completo estratega” afirmó Mery
Múñoz, una refugiada Venezolana al portal de noticias Voz de América. Según ACNUR en
el Informe de Tendencias Mundiales del 2020,  entre el 2016 y finales del 2019 más de
900,000 venezolanos habían aplicado para asilo y el reconocimiento de la condición de
refugiado en todo el mundo.  Tan sólo a finales del 2019 la cifra fue de 430.000 aplicantes.
Para ese mismo año, 2 de cada 10 solicitantes en el mundo eran venezolanos (Restrepo et
al., 2019). Sin embargo, también a finales del 2019 sólo había 93.300 refugiados
venezolanos reconocidos en todo el mundo. Posicionándose así como la segunda
nacionalidad, después de los sirios, con mayor solicitudes de asilo en cifras globales pero
uno de los grupos con menor reconocimiento de refugiados (ACNUR, 2020).
Para ese mismo año en Colombia se presentaron 10.479 solicitudes para el
reconocimiento de la condición de refugiado, esto representa tan solo el 1.2 % del total de
solicitudes en la región de América del Sur (Gráfica 3) (Proyecto Migración Venezuela,
2020). Según el Ministerio de Relaciones Exteriores de Colombia, entre el 2015 al 2019
hubo un aumento del 3.444% de las solicitudes de nacionalidad venezolana (Proyecto
Migración Venezuela, 2020) . Y para el 30 de abril del 2020, el número de solicitudes
acumuladas ya era de 17.707 (Gráfica 4).  Sin embargo, mientras el número de solicitudes
crece exponencialmente , el número de reconocimientos de la condición de refugiados
otorgados sigue siendo insignificante si se comparan las cifras de Colombia con las del
resto de la región Latinoamericana.
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A pesar que Colombia es el país receptor con el mayor número de población
venezolana en su territorio, casi dos millones de venezolanos que representa el 29% de la
población migrante venezolana en la región (gráfica 5) , a diciembre del 2019  tan solo
había 140 refugiados venezolanos (gráfica 6). Seis meses después,  en junio del 2020 el
número aumentó a 366 refugiados venezolanos reconocidos por el Estado Colombiano
(Presidencia de Colombia, 2020). Brasil, Perú y México no sólo lideran las cifras con un
alto número de solicitudes de refugio (gráfica 3), sino también con un alto número de
refugiados reconocidos.  A enero de 2020, Brasil había reconocido 37.467 refugiados
venezolanos, la mayor cantidad de refugiados venezolanos en la región, México  3.561, y
Perú 1.225 (ACNUR, 2020).
Gráfica 3. Venezolanos solicitantes de refugio en Colombia y la región.
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Fuente: Proyecto Migración Colombia
A continuación enumero los factores políticos, institucionales y sociales que hallé a
través de las entrevistas, revisión de reportes de organizaciones, y noticias,  que explicarían
esta disparidad numérica entre Colombia y los países de la región respecto al número total
de solicitudes y reconocimientos de la condición de refugiado otorgados a venezolanos.
Factores que se traducen en barreras para los migrantes en el acceso a una adecuada y
urgente protección internacional en Colombia, el país más próximo al cual pueden huir y se
ha convertido no solo el primer destino sino también una ruta obligatoria (gráfica 7).
Gráfica 4. Acumulado de solicitudes de refugio por venezolanos en Colombia
Fuente:Proyecto Migración Venezuela
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Gráfica 5. Porcentaje de población migrante venezolana en Latinoamérica.
Fuente: OIT
Gráfica 6. Número acumulado de reconocimientos de la condición de refugio
por año en Colombia.
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Gráfica 7.     Rutas migratorias del flujo venezolano en la región.
Gráfica: ElComercio.pe
Barreras en el acceso a la protección internacional:
A. El desconocimiento de la protección internacional en la población migrante y el
tiempo máximo para aplicar:
Julían Solorzano, abogado y director de la clínica jurídica de la Universidad
Javeriana de Bogotá,  subrayó en varios ocasiones durante la entrevista que hay un factor
clave que influye en la baja tasa de refugiados en Colombia, y es el periodo del tiempo
límite de dos meses que tienen los migrantes para aplicar al refugio una vez han entrado al
país. El gran problema, según Solórzano, radica primero en que la gran mayoría de los
37
migrantes no saben de qué se trata la protección internacional, y en otras ocasiones
consideran que ellos no pueden ser beneficiarios de este instrumento legal debido a que
impera un imaginario colectivo sobre la idea de que el refugio solo se otorga por razones
políticas y no por una crisis humanitaria (J. Solorzano, comunicación personal, 27 de
Noviembre del 2020). Segundo, las solicitudes casi en su totalidad se tramitan en las
ciudades principales. En promedio un migrante demora más de dos meses en llegar por vía
terrestre a estas ciudades, pues la mayoría de los migrantes acceden al país por senderos
ilegales conocidos como trochas. A finales del 2020, 300 venezolanos cruzaban
diariamente la frontera a través de éstas (Voz de América, 2020). Esto significa que cuando
ya han llegado al destino final y después deciden aplicar, el tiempo de aplicación estipulado
por el Decreto 1075 de 2015 ha expirado, y ya no es viable aplicar. Según el abogado
Navarrete, el responsable de la falta de información en la población migrante sobre la
institución de la protección internacional es del Estado colombiano. Navarrete afirma que el
canal de comunicación entre el Estado y los migrantes es débil. A pesar que varias
organizaciones de sociedad civil le han solicitado al Estado colombiano en varias ocasiones
mejorar los servicios de información, asesoramiento y orientación para acceder al
reconocimiento de refugio y asilo, aún no se ha logrado ver un avance7.  Durante el primer
semestre del 2019, ACNUR  realizó una encuesta a 4.3301 migrantes y refugiados con el
objetivo de monitorear la protección en población extranjera en Colombia. Los resultados
fueron alarmantes. Se encontró que el 97% de los entrevistados no había solicitado asilo.
Los dos motivos principales expresados por los participantes fue el desconocimiento del
7 En el informe “Colombia de seguimiento al plan de acción de Brasil” de 2018, la Consultoría para los
Derechos Humanos y el Desplazamiento (CODHES) le recomendó al Estado colombiano fortalecer el registro
al sistema de refugio, el monitoreo del tránsito de migrantes y mayor presencia en zonas fronterizas.
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procedimiento, y el no encontrar la protección internacional como algo beneficioso (gráfica
8) (ACNUR, 2019).  Solórzano explicaba que cuando esto sucede, ellos desde la Clínica
jurídica se ven obligados a radicar una solicitud extemporánea para el reconocimiento del
refugio, argumentando que uno de los deberes del Estado a partir de la Convención del 51
es el de facilitar el acceso a la información. Para el abogado y defensor de migrantes, esta
falta de información por parte del Estado tendría su razón de ser en que Colombia ha
mantenido una respuesta tímida y cautelosa, teniendo cuidado en el tipo de mensaje que
puede enviar para evitar un efecto llamada (Solorzano, comunicación personal, 2020).
Gráfica 8. Respuestas de los migrantes a la pregunta ¿Por qué no aplicar al refugio?
Fuente: ACNUR
Este vacío de agencia estatal, ha sido cubierto por organizaciones  internacionales,
gubernamentales (OIG)  y organizaciones no gubernamentales (ONG), organizaciones de
sociedad civil (OSC) , y sobre todo por las organizaciones religiosas (N. García,
comunicación personal,  10 de Enero del 2021). Lucía, investigadora y directora del think
tank DeJustica, explicó que para las organizaciones religiosas fue casi natural responder a
la población migrante venezolana debido a que desde su formación venían atendiendo a
víctimas de desplazamiento interno forzado generadas por el conflicto armado interno
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colombiano durante las últimas cinco décadas . Estas organizaciones como la Pastoral
Social Cáritas Colombia, Servicio Jesuita a Refugiados (JRS) y los Misioneros de San
Carlos Scalabrinianos, han tomado la iniciativa y han logrado crear redes de
acompañamiento humanitario y líneas de comunicación para informar a los migrantes sus
derechos, deberes y opciones de regularización (J. Navarrete, comunicación personal, 1ro
de Marzo del 2021). Una función que en teoría le corresponde a los entes territoriales, más
específicamente a las Personerías Regionales de los departamentos del país.  García afirma
que ha sido tanta la influencia de las organizaciones religiosas, que en práctica son ellas
quienes han protagonizado una respuesta humanitaria proactiva con soluciones inmediatas
como hospedaje, alimentación, atención  médica y asesoramiento legal en puntos claves no
solo en la ruta migratoria a través de la frontera sino también dentro del territorio
colombiano (García, comunicación personal, 2021). Permitiendo así, en palabras de Lucía,
la creación de un “ecosistema de organizaciones con diferentes enfoques de trabajo y desde
diferentes locaciones”, dos ejemplos claros son las Arquidiócesis de Bogotá y Cali , dos
ciudades con gran presencia de población migrante. Ambas entidades religiosas han
trabajado en conjunto con las alcaldías locales a través de la Fundación Atención al
Migrante, y la Pastoral para los Migrantes respectivamente.
Como resultado de este trabajo coordinado entre entidades estatales y no estatales,
ha surgido una estratégica gobernanza de la migración en Colombia , la cual García afirma
que se compone de tres niveles de comunicación (gráfica 9) (García, comunicación
personal,  2021). La primera, es una interlocución directa entre instituciones estatales y
organizaciones internacionales  como la OIM,  el Consejo Noruego para Refugiados (NRC)
y la ACNUR con el objetivo de recolección de datos para el insumo de políticas públicas .
La siguiente es la relaciòn estrecha y coordinada entre estas organizaciones internacionales
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y  organizaciones no gubernamentales (como el Servicio Jesuita para Refugiados (SJR), los
Misioneros Scalabrinianos, la Fundaciòn Colombo Venezolana (FundaColVen), el centro de
estudios DeJusticia, y la Consultoría para los Derechos Humanos (CODHES).  Vale la pena
resaltar el trabajo realizado por  la Funvecuc, la cual asiste a migrantes en la ciudad
fronteriza de Cúcuta, Norte de Santander. El óptimo funcionamiento de esta organización se
ha logrado gracias a unos estrechos lazos que ésta ha tejido no solo con el CICR, Consejo
Noruego, ACNUR y la OIM, sino también con el Estado colombiano (EstoyEnLaFrontera,
2020).  A través de este nivel de comunicación se ha logrado la coordinaciòn de entrega y
reparticiòn de ayuda humanitaria y fondos económicos provenientes de  la cooperaciòn
internacional, además de un continuo intercambio de datos. Por último, una interacción
poco estable y definida es la del Estado y  las ONGs, debido a que los espacios de
comunicación son mínimos y esporádicos. Para García, esto responde a una histórica
concepción errónea de las ONGs en el país, categorizadas por el Estado como asociaciones
políticas de izquierda porque han liderado la defensa de la vida de líderes sociales en
regiones donde no ha habido presencia estatal y por lo  tanto han sido azotadas por el
conflicto armado interno.
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Gráfica 9. Gobernanza de la migración en Colombia y sus tres niveles de
comunicación.
Fuente: Elaboración por la investigadora Nadia Garcia.
B. Solicitud del reconocimiento de la condición de refugiado:un proceso lento y
burocrático:
“Tenemos que ser claros, la institucionalidad migratoria colombiana
no estaba preparada para una crisis de refugiados de esta magnitud! La
CONARE no es muy grande, y no tiene la capacidad de atender tantas
solicitudes y responderlas prontamente. Sin embargo, tenemos que
recordar que el Estado ya tenía experiencia en manejo de población en
situación de desplazamiento interno, pero es posible ver dicha
experiencia no se ha incorporado en las políticas de inmigración. Esto
hace que en la práctica hoy Colombia no responda a las obligaciones
pactadas respecto a la protección internacional. En Colombia el sistema
de refugio es muy débil”, expresó Stephanie Lopez durante la entrevista.
Según lo establecido por el Decreto 1067 del 2015, es el Ministerio de Relaciones
Exteriores el encargado de tramitar las solicitudes de asilo y refugio. Dentro del Ministerio
como entidades de apoyo, están Migración Colombia (MC) y la Comisión Asesora para la
Determinación de la Condición de Refugiado (CONARE). La primera, autoridad migratoria
encargada de ejecutar la política migratoria y ejercer control sobre quién entra y sale del
país, es por lo tanto quien registra y procesa la solicitud del reconocimiento de la condición
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de refugiado ante la oficina del Viceministro de Asuntos Multilaterales. Y la segunda
entidad, es la encargada de citar a los solicitantes y realizar entrevistas personales con el
objetivo de obtener una declaración juramentada donde se justifica con detalles el por qué
el solicitante merece la protección internacional por parte del Estado colombiano.
Durante todas las entrevistas que realicé surgió el tema de cómo el insuficiente
aparato administrativo se ha convertido  en una barrera para un ágil proceso de aplicación y
otorgamiento del reconocimiento, es decir, una queja constante sobre el bajo número de
empleados en estas entidades, el cual sigue siendo casi el mismo que hace cinco años.
Produciendo por lo tanto un impacto negativo en la capacidad de agencia del Estado en
responder ante un número de solicitudes nunca antes visto.
El sistema de refugio está saturado y el proceso de solicitud se ha vuelto lento y
“engorroso” , en palabras del abogado Navarrete. El hecho de que el mismo Canciller deba
firmar cada uno de los reconocimientos de refugiado otorgados, ha generado grandes
críticas, pues sólo este paso administrativo demora por completo todo el proceso.  No es
necesario ser un experto para imaginar cuantas funciones y oficios diarios un canciller
ejecuta diariamente, sin mencionar que este casi nunca está en la oficina principal del
Ministerio en Bogotá. Lucía Ramirez afirmó que el Ministerio de Relaciones Exteriores ya
ha recibido estas quejas de manera escrita y oral en intervenciones públicas, como en el ya
mencionado Informe Plan de Acción Brasil en Colombia 2016 elaborado por la CODHES y
DeJusticia. Por lo tanto, el no ver un avance institucional demuestra que Colombia no ha
querido conscientemente fortalecer el sistema de refugio. Ramirez enfatiza que “lo primero
que un Estado hace cuando tiene un enfoque de protección internacional basado en
Derechos Humanos es fortalecer el sistema de Refugio, y Colombia no lo tiene” (L.
Ramirez, comunicación personal, marzo 13 del 2021).
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Sumado a la insuficiente capacidad administrativa, está presente un problema clave
en el proceso de solicitud. En ninguna parte del Decreto 1067 del 2015 se hace mención al
término de tiempo en que las solicitudes serán revisadas y respondidas. Así como otros
extranjeros de distintas nacionalidades han esperado años en Colombia para recibir una
respuesta a su solicitud de refugio, la situación de los venezolanos no ha sido diferente .
Perú por lo contrario ha servido de ejemplo en la región por un ágil sistema de asilo. Allí  la
normativa indica un límite de 60 días para dar respuesta a las solicitudes, además de contar
con un sistema de reconocimiento masivo de refugio a través de la figura de Prima Facie.
Los defensores de los migrantes consideran que lo más grave es la condición de
vulnerabilidad y estado de abandono en que quedan los solicitantes durante este tiempo de
espera. López me expresó su indignación al expresar: “los solicitantes quedan en un limbo
en todos los sentidos. El Estado se desentiende de ellos por completo, no hay un
acompañamiento” (Lopez, comunicación personal, 2020).
Asimismo, durante ese periodo de espera los aplicantes son poseedores de un
Salvoconducto (SC-2), otorgado por Migración Colombia, y el cual  les permite
permanecer legalmente en el país sin correr el riesgo de ser deportados o expulsados.
Inicialmente la vigencia del SC-2 era por 90 días con posibilidad de prórroga por el mismo
periodo consecutivamente hasta que el caso fuera resuelto. Sin embargo, el 14 de julio del
2020 la Cancillería a través del Decreto 1006 anunció que debido a un aumento
exponencial en solicitudes, su vigencia se ampliaría hasta los 180 días. La entonces
Canciller Claudia Blum justificó la medida afirmando que:
"El número de solicitantes para el reconocimiento de la condición de
refugiado de nacionales venezolanos entre otros extranjeros ha aumentado
exponencialmente. Situación que requiere de medidas preventivas
excepcionales en protección de sus derechos humanos y en observancia de
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los principios de eficacia y economía de la función administrativa" (Proyecto
Migración Venezuela, 2020).
Es necesario dejar claro que el salvoconducto no es un documento de identificación.
Esto traduce en palabras de Lopez “el no acceso a servicios básicos para los solicitantes, ya
que todos los sistemas en Colombia están hechos para un documento de identidad”. Los
solicitantes de refugio tienen trabas en procesos simples como la afiliación al sistema de
seguridad social; contraer una obligación contractual como firmar un contrato de
arrendamiento; efectuar un trámite administrativo como registrar a los bebés recién nacidos
en las registradurías; e incluso abrir una cuenta bancaria. La pandemia fue en palabras
coloquiales la gota que rebosó la copa, el grado de vulnerabilidad y abandono estatal se
duplicó para la población migrante venezolana. Con el objetivo de controlar el número de
población en las tiendas de mercado, las autoridades locales implementaron un “pico y
placa”8 de movilidad humana determinado por el último dígito de la cédula de ciudadanía9.
Un día salían los que su documento terminaba en número par y al día siguiente aquellos en
impar. Sin embargo, la policía nacional quien era la encargada del seguimiento de dicho
control no aceptaron los salvoconductos ni los Permiso Especial de Permanencia (PEP)  de
los venezolanos como documentos válidos de identificación para transitar en el espacio
público. Así que además de tener dificultades para obtener alimentos por aquellos días al no
poder movilizarse libremente, miles de venezolanos fueron víctimas de desalojos por no
poder cumplir con los pagos de arrendamiento (Correa, 2020). Quienes en su mayoría ,
90.000 venezolanos, decidieron devolverse a su país de origen  (Plazas, 2020). Retornos
9 Documento de identificación de Colombia.
8 Se entiende como una medida que restringe y mide la movilidad de las personas, usualmente por vía
vehicular en horarios con elevado tráfico. Estableciendo un calendario de movilidad dependiendo del último
número de las placas ya sea par y/o impar.
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que según declaraciones de Migración Colombia, los denomina “voluntarios”. Una palabra
en la que el Gobierno ha encontrado la forma de lavarse las manos de su responsabilidad en
el abandono a la población migrante, sobre todo de aquellos en necesidad de protección.
Educación básica primaria y atención médica de urgencias son los únicos servicios
a los que tienen acceso los solicitantes de refugio mientras sus solicitudes son evaluadas.
La salud preventiva se ha convertido en un privilegio, es decir, los migrantes no tienen la
posibilidad de acceder a servicios de salud para la promoción, prevención y control de
enfermedades. Por ejemplo, aquellos individuos que padecen de enfermedades que
necesitan de algún tratamiento quedan desprotegidos. El acceso a la salud y educación ha
sido a través de recursos legales como la tutela (Sarral, 2018). Para Navarrete,  es posible
deducir que no hay disposición del ejecutivo para garantizar derechos.
Otra gran limitación del salvoconducto, y considerada la más importante para todos
los entrevistados es la negación al derecho de empleo. Anteriormente en la parte inferior
del documento había una nota en letra pequeña que indicaba que no estaba permitido
laborar. Sin embargo, en 2019 se eliminó dicha nota. Esto ha generado una confusión sobre
si ahora es o no permitido trabajar.  A pesar de que se le ha solicitado al Ministerio de
Exteriores una aclaración al respecto, no ha habido una respuesta oficial. Así que los
empleadores son reluctantes a contratar a migrantes que son portadores de este documento
por miedo a infringir la ley. El resultado no es nada más que la informalidad laboral entre
los venezolanos.  A septiembre del 2019, el 90% de los venezolanos en Colombia trabajaba
en oficios informales, la mayoría en restaurantes y peluquerías  (El Tiempo, 2019).  Es por
esta razón que los migrantes venezolanos prefieren tomar vías de regularización que no son
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mecanismos complementarios de protección internacional, cómo es el caso del PEP,  no
solo para agilizar su situación migratoria sino también para generar ingresos.
Durante una entrevista para la organización venezolana Proiuris en junio del 2019,
Ligia Bolívar, profesora e investigadora de la Universidad de los Andes en Venezuela ,
afirmó que estas trabas en conjunto hacen del procedimiento del reconocimiento de la
condición de refugiado en Colombia disuasivo, desestimulando la solicitud de asilo entre la
población en necesidad de protección internacional (Diaz, 2019). Lucía Ramirez cree que el
Gobierno está  al tanto de esta situación. Sin embargo, se ha convertido en algo beneficioso
para el Estado.  Según la investigadora, es el mismo Estado colombiano quien está
promoviendo y poniendo énfasis en este tipo de regularización. Ramirez afirmó en una
ocasión que “esto es una  técnica disuasiva para que los venezolanos no apliquen al
refugio”(L. Ramirez, comunicación personal, marzo 13 del 2021).  La razón estaría en que
según García “ los refugiados representan una carga fiscal, y el Estado perfectamente lo
sabe, a ellos se les debe de proveer de todo lo necesario desde lo más básico. Mientras que
al estar amparados por un PEP, los venezolanos  son autosuficientes y pueden aportar a la
economía del país” ( García, comunicación personal, 2021).
Asimismo, el estudio de las solicitudes dentro del CONARE ha sido blanco de
críticas por varios defensores de migrantes, específicamente el análisis e interpretación de
las declaraciones juramentadas de los solicitantes durante las entrevistas  probatorias. Las
cuales son una pieza determinante en el otorgamiento del reconocimiento de  la condición
de refugiado.  Para ejemplificar, el abogado Solorzano explicó el caso de un cliente de la
clínica jurídica a quien se le negó la condición de refugiado debido a una afanada y errónea
interpretación de la declaración:
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“Nosotros acompañamos a un señor que se presentó ante la CONARE
con un recorte de un periódico como soporte probatorio para demostrar que
fue víctima de un falso positivo judicial por haber sido un líder social en su
ciudad dedicado a denunciar públicamente situaciones de abuso de poder por
parte de las autoridades, el gobierno venezolano lo acusó de terrorista y por
ello fue procesado judicialmente. Pasó varios años en la cárcel, y allí fue
víctima de tortura y maltrato. Al quedar libre, él decidió huir a Colombia
pero no logró traer ningún documento con él debido a que habían sido
decomisados por las autoridades. Un año después de la entrevista, recibimos
una notificación de la Cancillería colombiana exigiendo al solicitante
abandonar lo más pronto el país debido a que este le había confirmado al
Estado colombiano que cometió actos terroristas en su país natal y por lo
tanto representaba una amenaza para Colombia. El panorama del proceso es
gris y deprimente” Solorzano, comunicación personal, 2020).
Igualmente el Estado colombiano hace una interpretación estricta del artículo 1ro de
la Convención del 51 al hacer un énfasis en la carga probatoria del temor fundado de
persecución en los hechos narrados durante entrevista y presentados a través de las distintas
pruebas. Un caso bien conocido en la opinión pública es el de la Sentencia T 704 del
2017. En la cual la Corte Constitucional confirma la decisión del Ministerio de Relaciones
Exteriores de negar el reconocimiento de la condición de refugiado al núcleo familiar
debido a que no aportaron pruebas suficientes y creíbles de persecución. Así lo manifestó
la Corte:
“ [...] no existe claridad sobre la supuesta persecución de la que son
víctimas los accionantes, especialmente con relación a las causas y a sus
responsables. Por estas razones, el Ministerio de Relaciones Exteriores
concluyó que su situación no se puede considerar como de temor fundado,
sino que más bien se adecúa en la definición de migrante económico”.
Además, Solorzano afirmó que actualmente debido a la pandemia el proceso de
aplicación es virtual, y no es permitido realizar llamadas a las oficinas del Ministerio. Pero
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esto ha hecho del proceso un camino muy espinoso para los aplicantes. De esta manero lo
explicó:
“CONARE envía correos muy complejos de entender. Para solicitar una
cosa sencilla como una fotografía tipo pasaporte, lo hacen con palabras muy
elegantes y sofisticadas. Las preguntas de las entrevistas vienen en
formularios larguísimos, y están formuladas con un vocabulario legal
bastante difícil de entender para los migrantes. Sin mencionar que muchos de
ellos no tienen acceso a un computador o simplemente a internet. El
procedimiento es sin duda agresivo con la población migrante, y no es
consciente de la parte humana. Es visible que el personal del Ministerio no
sabe a qué tipo de población se está enfrentando y mucho menos entiende la
necesidad del solicitante. Y lamentablemente eso influye en el proceso de
elección a quien se le otorga el reconocimiento de la condición de refugiado”
(Solorzano, comunicación personal, 2020).
Una vez la condición de refugiado ha sido reconocida, el refugiado tramita la Visa
M de refugio y una cédula de extranjería que serve como un documento de identificación.
La cual tiene una vigencia de tres años. Pero si por el contrario, la solicitud es rechazada, el
migrante tiene derecho al recurso legal de reposición dentro de los siguientes diez días
hábiles o está obligado a abandonar el territorio en treinta días.
C. Frontera colombo-venezolana: un espacio conflictivo, y la ausencia de un
sistema de asilo.
A pesar que la normatividad es clara en mencionar que las personas pueden solicitar
asilo ante cualquier frontera (terrestre, marítima y aérea), como ya he mencionado hay un
canal informativo débil entre el Estado y los migrantes cuando entran al territorio
colombiano.  A través de las entrevistas se encontró que el Estado evita informar sobre la
figura del refugio, y esa actitud estatal está marcada e incluso intensificada en todos los
siete puntos de control fronterizo en la frontera colombo-venezolana (gráfica 10).
Explicando cómo el Estado brasilero ha recibido a los migrantes venezolanos en la frontera
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norte con Venezuela, Lucia Ramirez ilustra la gran diferencia que encontró con la frontera
colombo-venezolana cuando en 2019 tuvo la oportunidad de hacer un trabajo de campo en
la zona:
“Además de que los migrantes no tienen conocimiento sobre
refugio cuando cruzan, las autoridades colombianas no les proporciona
la información. En cambio en el estado de Roraima, Brasil,
paradójicamente bajo el gobierno de Bolsonaro se ha puesto en marcha
la Operación Acogida bajo el mando de los militares. ¡Funciona
espectacular! ellos dan información en todas partes sobre qué hacer
antes de seguir la ruta migratoria. Es un ejemplo de acceso a la
información y a un ágil proceso de refugio”(L. Ramirez, comunicación
personal, marzo 13 del 2021).
Gráfica 10. Frontera colombo-venezolana.
Fuente: Elaborado por Migración Colombia, encontrado en AFP.
Incluso el abogado y defensor, Juan Navarrete se atrevió a afirmar que  sabe de
casos donde los funcionarios de Migración Colombia le han sugerido a los venezolanos no
solicitar refugio porque no van a poder trabajar. De esta manera comentó:
“Los funcionarios de Migración Colombia forman parte del
engranaje institucional para desincentivar el refugio. La mayoría lo
solicita cuando ha llegado a Bogotá, Medellín o grandes ciudades
pero no en la frontera. Ellos no comentan nada sobre derechos y
protección internacional, pero cuando se les pregunta al respecto
ellos le dicen a los migrantes que no soliciten refugio porque no es
rentable. ¡Es algo erróneo e insólito!
50
Sumado a esto, la gran mayoría de los venezolanos que han decidido migrar a
Colombia vía terrestre, no portan consigo un documento de identidad o el pasaporte. Un
requisito obligatorio para entrar al país a través de un puesto oficial de Migración
Colombia. Este requisito legal ha constituido una barrera para los migrantes, quienes se ven
obligados a cruzar de manera irregular y no ordenada. Para finales del 2020, el 56% de las
entradas de venezolanos fue a través de pasos irregulares. Diariamente entraban a Colombia
doscientos migrantes a través de las trochas (Migración Colombia, 2020). Cabe mencionar
que hace varios años la administración de Maduro ha cesado el trámite de la emisión de
pasaporte, por lo cual muchos venezolanos que nunca habían tenido un pasaporte no han
logrado obtenerlo, y aquellos que lo tenían vencido no han podido renovarlo. Sin embargo,
la Cancillería colombiana ha admitido pasaporte vencidos hasta cinco años, una medida que
inició aceptando sólo dos años de vencimiento (El Diario, 2021).
Esta situación se agravó cuando el 17 de marzo del 2020, Colombia al igual que la
mayoría de los Estados en el mundo cerró sus fronteras como una medida de salubridad
pública para la contención de la propagación del Covid-19 (Manetto, 2020). Durante este
periodo de tiempo a nadie le fue permitido ingresar al país. Sin embargo,  sí se presentaron
los cuestionados regresos voluntarios de venezolanos hacia su país. No obstante, para
García el cierre fronterizo responde más a unas medidas coyunturales y reaccionarias de
carácter político y de seguridad, una tendencia común en la frontera debido a los continuos
desacuerdos en las relaciones diplomáticas entre los gobiernos de Venezuela y Colombia.
Así lo expresó, “en la historia de esta particular relación binacional ha sido normal ver que
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si hay un cruce agresivo de palabras entre los mandatarios en turno, al día siguiente la
frontera estaba cerrada”.
No obstante, López advierte que es erróneo hablar de un cierre total de la frontera,
por lo contrario lo que vemos es un cierre parcial. La frontera colombo-venezolana que se
compone de 2.200 kilómetros,  se caracteriza por ser porosa.“ La gente sigue entrando y
saliendo, el cierre oficial no afecta la movilidad. Pero si la economía y a la población que
vive en la zona, la cual en su mayoría se sustenta del comercio” (Lopez, comunicación
personal, 2020). Sin embargo, la porosidad de la frontera sumado a la ubicación geográfica
de ambos países que conforman el cuerno noroeste de Suramérica con acceso al Océano
Pacífico, Atlántico, y el Caribe, la zona se ha convertido en un escenario conflictivo donde
el crimen organizado ha tomado el control. Hay una ausencia total del Estado.  Por
décadas se ha logra establecerse redes de contrabando, narcotráfico, y trata de personas.
Por otro lado, es bien sabido para la opinión pública que la zona fronteriza de Venezuela
ha sido desde la administración de Chávez un refugio cercano y seguro para grupos
colombianos al margen de la ley como disidencias de las Fuerzas Armadas
Revolucionarias de Colombia - Ejército del Pueblo (FARC-EP) y el Ejército de Liberación
Nacional (ELN). El resultado ha sido la militarización por parte de ambos lados de la
frontera, la zona se caracteriza por confrontaciones constantes entre grupos de las fuerza
pública de ambos estados y los grupos ilegales.
Sin embargo, García aclara que la militarización no es sinónimo de
institucionalidad. Ambos estados se han olvidado por completo de la población fronteriza
(García, comunicación personal, 2021). Han sido los grupos criminales quienes ejercen el
papel de autoridad. Y los migrantes por lo tanto cuando deciden hacer el viaje a través de
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las trochas, son un grupo más de víctimas en medio de ese juego violento de control
territorial de la frontera. Los migrantes allí se enfrentan a diferentes violaciones de
derechos humanos: violaciones sexuales, secuestros, robos de sus pertenencias, vacunas
(extorsiones), reclutamiento de menores y la muerte, entre otros (Garcias & Trejos, 2021).
En consecuencia, según Solorzano el Estado colombiano ha securitizado la migración
(Solorzano, comunicación personal, 2020) (gráfica 11). En 2018 se puso en marcha la
operación Esparta, un despliegue militar de más de tres mil oficiales en las trochas con el
objetivo de combatir el crimen y la violencia de la zona (SEMANA, 2018). Una tarea que
no ha dado frutos debido a la ausencia de una política integral de frontera (Linares, 2019).
Esto ha causado un impacto negativo sobre la migración, a la cual se le ha atribuido y
culpado del conflicto que se vive allí. García afirmó que “ el colombiano promedio piensa
que inmigración es sinónimo de inseguridad y por lo tanto una amenaza” (García,
comunicación personal, 2021). Por lo tanto, se ha visto en la acción militar una solución a
el “problema migratorio”. Al respecto Lucía comentó que:
“Colombia no ha sabido controlar la frontera, para una frontera
tan larga comparable con la de Estados Unidos y México, hay pocos
puestos de control, y tampoco se ofrecen mecanismos de
protección. Dejando la gente en periferias y engrosando los
cinturones de pobreza. Creando medidas de zanahoria y garrote no
se ha disminuido la entrada. Hay un subregistro del número total de
las personas que entran por las trochas”.
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Gráfica 11. Fotografía de una trocha en la frontera colombo-venezolana.
Fuente: France24
Para García, la securitización de la migración se debe a que “hay una tendencia
institucional de solucionar todo a través de la securitización, especialmente desde la
administración de Uribe''. Además, la investigadora afirmó que con el caso de la migración
venezolana esto ha sucedido por tres razones. Primero, la visibilidad de los migrantes. De
un momento para otro se empezó a ver una gran cantidad de migrantes en las calles de las
ciudades principales, instalando tiendas de acampar en parques y semáforos. Segundo, el
establecimiento de la otredad en la sociedad colombiana. La cual empezó a fortalecer las
diferencias sociales con los recién llegados debido a que en palabras de García “la
percepción se da a partir del número grande que se ve en tan corto tiempo” (García,
comunicación personal, 2021) (gráfica 12). Por último, el relacionar los conceptos de
crimen y migración a causa de la mala propaganda de los medios de comunicación.
Quienes resaltan diariamente en las noticias los pocos crímenes cometidos por nacionales
venezolanos.
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Gráfica 12. Puente Internacional Simón Bolívar que conecta Cúcuta, Colombia y San Antonio
del Táchira, Venezuela.
Fuente: BBC
D. La no aplicación de la Declaración de Cartagena y el imaginario colectivo que los
venezolanos son migrantes económicos
Como ya mencioné en la sección de limitaciones, son muy pocos los estudios
académicos enfocados a generar una conversación sobre si se pueden categorizar a los
venezolanos como refugiados. Sin embargo, durante mi investigación fue interesante
encontrar que quien ha liderado ese debate una profesora y doctora peruana, Luisa Feline
Freier. Dentro de su importante aporte, en colaboración con  Isabel Berganza y Cécile
Blouin, Feline hizo una búsqueda minuciosa y detallada sobre la producción académica
respecto al tema. Las autoras afirman que en los siguientes trabajos académicos, Acosta &
Madrid Sartoretto, 2020; Bahar & Strauss, 2018; Corredor 2019; Berganza et al., 2018;
Berganza et al., 2020; Blouin et al., 2020; Freier, 2018; Gurmendi, 2018; Van Praag, 2019,
es posible ver una similitud en relación a la recomendación de ACNUR, la OEA y la CIDH
de considerar a los venezolanos en su mayoría como refugiado, argumentando que las
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causas o push factors que han motivado el éxodo venezolano se encuentran dentro de tres
de los cinco parámetros de la definición de refugiado contenido en la Declaración de
Cartagena de 1984 (Feline et al., 2020). Estos tres parametro son: violencia generalizada,
alteración del orden público y violación a los DD.HH. Tres situaciones que se han
desencadenado y agravado por la actual emergencia humanitaria compleja en la que está
sumergida Venezuela, y la cual amenaza la vida, seguridad y libertad de los venezolanos .
Tres ámbitos del ser humano que la Declaración explícitamente busca proteger:
“De este modo, la definición o concepto de refugiado
recomendable para su utilización en la región es aquella que además
de contener los elementos de la Convención de 1951 y el Protocolo
de 1967, considere también como refugiados a las personas que han
huido de sus países porque su vida, seguridad o libertad han sido
amenazadas por la violencia generalizada, la agresión extranjera,
los conflictos internos, la violación masiva de los derechos
humanos u otras circunstancias que hayan perturbado
gravemente el orden público” (ACNUR, 1984).
Si se realiza entonces una lectura literal de la norma y se intenta hacer un check-list
de la Declaración de Cartagena, la migración venezolana se podría leer como una crisis de
refugiados. Pero entonces ¿por qué no se han considerado como tal? El análisis de Feline et
al., 2020 , y las entrevistas realizadas fueron claves para dar respuesta a esta pregunta. Es
posible afirmar que existen cuatro razones que explicarían porque no se han considerado
como refugiados a los venezolanos. Primero, la no definición explícita de los parámetros o
cinco razones por la que se considera un refugiado en la Declaración de Cartagena;
Segundo, la no obligatoriedad de la Declaración; Tercero, un desinterés político; y
finalmente, la transnacionalidad como característica de la migración venezolana.
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1. Vacío conceptual de los parámetros para el reconocimiento de la condición de
refugiado en la Declaración de Cartagena de 1984:
De acuerdo con Feline et al., 2020, el problema radica en que la Declaración de
Cartagena no define explícitamente los parámetros o situaciones bajo los cuales se puede
otorgar protección internacional. Aquí estaría el talón de Aquiles. La ausencia de dichas
definiciones imposibilitan en la práctica la aplicabilidad legal de la Declaración de
Cartagena en el caso venezolano. Así que las autores no solo intentan llenar ese vacío
conceptual proporcionando una definición de los tres parámetros, sino que seguidamente
explican una posible interrelación y aplicabilidad de los parámetros con la situación de los
venezolanos. Esto a través de una interpretación de instrumentos legales y reportes de
organizaciones que han dejado en evidencia la precariedad de la crisis que se vive en
Venezuela.
El primer parámetro es la violencia generalizada. La cual según ACNUR es un tipo
de “violencia indiscriminada y / o suficientemente extendida” donde se ve impactado un
vasto número de ciudadanos, y es ejercida con “intensidad o extensión geográfica de la
violencia, o mediante una combinación de estos” (ACNUR, 2016). Una definición que la
misma ACNUR ha solicitado no generalizar. Sino que por lo contrario estudiarla según el
caso analizado.  Venezuela es sin duda una ejemplificación de violencia generalizada por
dos razones. Primero, por la inseguridad y la criminalidad. Caracas ha sido considerada por
más de cuatro años consecutivos como la ciudad más peligrosa de América Latina (El
Nacional, 2019). De acuerdo con datos del Observatorio Venezolano de Violencia
publicados por la organización Insight Crime, en 2019 la tasa nacional de homicidios en
Venezuela era de 60,3 por 100.000 habitantes (Asmann & O’reilly, 2020). Segundo, los
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actos violentos han afectado a toda la población y en todo el extenso territorio venezolano,
en especial en aquellas zonas donde hay población vulnerable como población infantil,
adolescentes y mujeres. En el reporte Plan de Acción 2015 - 2019 del Programa País entre
el Gobierno de la República Boliviariana de Venezuela ,  UNICEF presentó cifras
desesperanzadoras. En 2012, casi 1.800 adolescentes entre las edades de 15 y 19 años
habían sido víctimas de homicidios, es decir, el 18% total de muertes en el país.  El 89% de
estos homicidios ocurrieron en tan solo 79 de los 335 municipios de Venezuela. Y las niñas
y mujeres adolescentes son el grupo demografico con mayor victimas de casos de violencia
sexual (UNICEF, 2015).  A esto se le suma las denuncias de abuso de poder  y fuerza
pública estatal. Las diferentes instituciones públicas de seguridad, entre ellas la Policía
Nacional Bolivariana (PNB) y la Policía de élite FAES creada en 2017, ha ejercido  una
continua, extensa y grave violencia contra los ciudadanos (Olmo, 2019). Sobre todo una
represión judicial contra aquellos que demuestren una actitud de oposición con la
administración Nicolás Maduro, quien desde que llegó al poder se ha caracterizado por
ordenar detenciones y juicios arbitrarios con el fin de ejercer tortura y violencia
injustificada (Human Rights Watch, 2017).
El segundo parámetro es la violación masiva de derechos humanos. La cual al igual
que el parámetro anterior no es definido por ningún instrumento del derecho internacional.
Sin embargo, dentro de la violación de derechos humanos comunmente se considera los
genocidios, asesinatos arbitrarios, desapariciones, la detención prolongada y arbitraria, la
tortura, crímenes de lesa humanidad, entre otros (Damrosh, 2011: citado en Feline et al.,
2020). Según Berganza, cuando se interpreta la Declaración de Cartagena sería apropiado
además de éstas tener en cuenta también situaciones donde se vulneran derechos
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económicos, sociales y culturales (DESC) (Berganza et al., 2020: citado en Feline et al.,
2020)), como lo es el derecho a trabajar, a la seguridad social, a un nivel de vida adecuado
y digno, acceso a una adecuada alimentación, entre otros. Según la Encuesta Nacional de
Condiciones de Vida (ENCOVI), 9 de cada 10 venezolanos en 2017 no tenían el suficiente
poder adquisitivo para la obtención de las tres comidas básicas diarias. Sin embargo, el dato
más abrumador fue que tan sólo 8 millones de venezolanos ingieren dos o menos comidas
al día (ENCOVI, 2018). En 2020 la tasa de desempleo en Venezuela fue de 58,3%
(CESLA, 2021), y según un reporte de la Red Mundial contra las Crisis Alimentarias,
Venezuela es el cuarto país con mayor inseguridad alimentaria aguda en el mundo
(Montoya, 2020).
Finalmente, el tercer parámetro es la perturbación del orden público. Así como los
anteriores, no hay una definición concreta y acordada. Sin embargo, para Feline et al (2020)
si hay una idea aceptada sobre el orden público. El cual se interrelaciona con la seguridad
social y la estabilidad en instituciones del Estado que se desempeñan sin ninguna anomalía,
siguiendo la ley y estando al servicio de los ciudadanos. Una idea defendida por distintas
instancias de cooperación regional en América Latina, como el Grupo de Lima al tener
plasmado en su declaración oficial que rechaza toda ruptura del orden democrático en el
país de Venezuela. Asimismo, la CIDH bajo el esquema de la OEA  ha expresado
reiteradamente en sus informes y medidas cautelares la preocupación por la alteración del
orden democrático en dicho país.
Para Betts (2013, citado en Feline et al., 2020) la migración venezolan se puede
clasificar como “migración de supervivencia” debido a que se puede llegar a concluir que
todos los ciudadanos venezolanos, no importa el rango y la clase social, viven en un
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ambiente y una condición deplorable humanitariamente gracias al abandono total en el
campo social, politico y económico; el abandono de un país debido a una amenaza
existencial para la que no se dispone de una solución interna.
2. La no obligatoriedad de la Declaración de Cartagena
A pesar que la Declaración de Cartagena se ha considerado como una norma
regional de derecho internacional consuetudinario (Mondelli, 2019) y adicionalmente como
una norma complementaria de protección al lograr cubrir causas de persecución que la
Convención del 51 y su protocolo ignoran, para Navarrete la definición es débil debido a
que no es el resultado de un tratado internacional. Es decir, que su alcance legal no es
vinculante y obligatorio a los estados signatarios. Un instrumento legal considerado en el
derecho internacional como soft law.
La no obligatoriedad y sujeción de la Declaración no sólo impide un mayor
desarrollo conceptual, sino que también hace que su alcance jurídico dependa de cómo lo
interpreta y acoge cada Estado (Navarrete, 2021). En América Latina tan solo 15 países han
adoptado la declaración en sus normativas domésticas (Murillo, 2011). Su incorporación en
la región se ha caracterizado por no ser uniforme, mientras unos estados han adoptado la
declaración de manera literal, otros han tomado partes y modificado la definición, teniendo
como resultado concepciones de refugiado muy distintas y lejos de lo concebido por la
declaración (Magallanes, 2019). Por ejemplo, Colombia en su normatividad no concibe la
figura Prima Facie para otorgar protección de manera grupal. De igual manera Colombia
junto con Guatemala, han sido los únicos países en la región que no han adherido  el
régimen de protección internacional a través de leyes ordinarias. Sino por medio de un
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decreto ejecutivo (Mondelli, 2019), es decir, por una autoridad ejecutiva como el presidente
y no por orden legislativa del congreso. En Colombia hasta junio 3 del 2021, no existía una
ley tipo marco regulatorio de política integral migratoria. Fecha en que se aprobó un
proyecto de ley con el objetivo de hacer frente al reto que el Estado colombiano está
enfrentando no solo con la migración venezolana, sino aquella que viene de tránsito
proveniente de países africanos y del Caribe, además del aumento de colombianos
retornados quienes en su mayoría provienen de Venezuela.
A pesar que la nueva ley integral migratoria colombiana es muy nueva para poder
sacar profundas conclusiones de su impacto, ésta ya ha sido objeto de grandes críticas.
Según Solórzano, la ley tiene vacíos, por ejemplo no tiene un régimen para proteger la
apatridia, ni tampoco a pueblos indígenas transfronterizos. Dos categorías adicionales de
población vulnerable obviadas en lo pactado, pero las cuales son necesarias puntualizar
para lograr una debida protección. Así lo expresó Solórzano:
“ No tengo mucha esperanza de cambios estructurales con las nueva ley
de política integral migratoria. Pues no hace una actualización
consciente de lo que ha pasado en el mundo, ni de las lecciones
aprendidas internacionalmente para lograr tener un buen sistema de
protección internacional” (Solorzano, comunicación personal, 2020).
El hecho que la protección internacional estuviera regulada por un decreto en
Colombia hizo que por décadas la Declaración de Cartagena tuviera una mínima fuerza
ejecutoria, quedando su alcance y aplicación a la voluntad de la autoridad migratoria, en
este caso de Migración Colombia. Esto explica por qué Colombia no ha avanzado de una
simple respuesta de emergencia a la crisis migratoria venezolana, a una respuesta de largo
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plazo sujeta a los estándares internacionales (Lopez, comunicación personal, 2020).
Además, según Franco (2020), la normatividad migratoria colombiana le ha otorgado un
poder de acción discrecional ilimitado a la autoridad migratoria.  Un ejemplo está en el
artículo 100 de la Constitución colombiana, el cual proclama que cualquier oficial de
inmigración le puede negar la entrada o expulsar a cualquier migrante bajo la causal de
representar un riesgo para la seguridad nacional o el orden público de la nación. Una
disposición legal que termina condicionando y en varias ocasiones violando los derechos de
los inmigrantes.
E.  Desinterés político en reconocer a los venezolanos como refugiados
La tercera razón de la no aplicación de la Declaración de Cartagena es la falta de
voluntad política, la cual ha sido argumentada como ya lo mencioné antes, por intereses
económicos.  En palabras de Solórzano, al Estado le molesta los migrantes que representan
un gasto público, “un sifón para el patrimonio estatal”. Por lo tanto, “se evidencia el miedo
constante del efecto llamada, es decir, en una llegada masiva de venezolanos al país”
(Solorzano, comunicación personal, 2020).
Para Lucía Ramirez (2020), existe una evidente contradicción en cómo el Estado
colombiano denuncia constantemente en instancias internacionales sobre la dictadura de
Maduro ( Ramirez, comunicación personal, 2021) . Incluso haciendo referencia a la Carta
Democrática Interamericana de OEA, Colombia ha llamado a la región no sólo a unir
esfuerzos para buscar soluciones democráticas a la crisis venezolana, sino también ha
solicitado reiteradamente un salvavidas económico a donantes internacionales como
USAID, Noruega y España para manejar la crisis. Es decir, que el Estado ha aceptado
62
abierta y públicamente que hay una disrupción de la vida normal de los ciudadanos
venezolanos por parte del Estado bajo la administración de Nicolas Maduro. “Pero
internamente ese discurso no es suficiente para dar paso libre institucionalmente al
reconocimiento de los venezolanos como refugiados. Ese discurso solo le sirve para pedir
fondos de cooperación internacional y ya” afirma Ramirez.
Lopéz (2020) incluso va más lejos asegurando que esa falta de voluntad política está
apoyada por ACNUR, una organización que en la teoría se creó justo para abogar por la
implementación de la condición de refugiado. Esto fue lo comento dijo Lopez:
“No se puede negar que ACNUR ha hecho un gran trabajo. Pero su
participación ha sido muy tibia en relación al refugio. Como organización, ellos son
muy cuidadosos en sus respuestas en las entrevistas, así que se molestan si les
preguntas sobre su rol en la promoción del refugio en Colombia. ACNUR tiene una
relación muy estrecha con el gobierno nacional y ha apoyado las iniciativas de
regularización como el PEP y el PPT.Ni siquiera ellos los considera refugiados, sino
desplazados. No son organizaciones neutrales, tienen posiciones políticas” (Lopez,
comunicación personal, 2020).
F. Transnacionalismo en la migración venezolana
Por último pero no menos importante, varios expertos Garcia (2020), Lopez (2020),
Restrepo et al., (2019)  afirman que si bien no se puede negar que no existe una disposición
política en reconocer a los venezolanos como refugiados, también es necesario traer a
consideración el factor de la transnacionalidad, y de la migración pendular en el caso
venezolanao. López (2020) afirma que la gran mayoría de los venezolanos no se quieren
quedar en Colombia, sino que por lo contrario ven su estadía como algo temporal. Por esta
razón los migrantes no aplican ni al refugio ni al PEP. Por otro lado, están aquellos que
residen en Venezuela pero  cruzan las trochas constantemente para venir a Colombia a
suplirse de diferentes productos como alimentos básicos de la canasta familiar,
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medicamentos e incluso combustible. Estas relaciones transnacionales por lo tanto
desaparecerían con la figura del refugio.  Así lo manifestó Lopez:
“Los venezolanos no se quieren quedar en Colombia. Muchos se quieren
regresar y por ello se han ubicado en la zona fronteriza. Estando allí ellos
pueden volver periódicamente. El Estado colombiano lo comprendió muy
rápido, el problema fue que el gobierno pensó que ellos vendrían y se irían
pronto, lo que no ha sucedido. Ese podría ser un argumento del por qué se va
a implementar el Estatus de Protección Temporal (TPS), pues el refugio los
limitaría de regresar algún día a Venezuela. Así que el no aplicar también es
por decisión autónoma y consciente de la población migrante venezolana”
(Lopez, comunicación personal, 2020).
Como resultado de esta evidente transnacionalidad de los venezolanos, es posible
observar que se ha concebido y fortalecido un imaginario colectivo político y social que
retrata a los venezolanos como migrantes económicos. Pero lo más peligroso, es que el
propio Estado se ha tomado la tarea de afirmarlo en repetidas ocasiones no solo
internamente en el territorio, sino también convenciendo a instancias internacionales de este
argumento. Un ejemplo claro es el reporte publicado por la organización del Banco
Mundial del 2018 Migración desde Venezuela a Colombia, elaborado en coordinación con
la institución colombiana Gerencia de Fronteras, el Ministerio de Haciendo y Crédito
Público y el Ministerio de Relaciones Exteriores. A continuación, un corto extracto:
“ Casi la totalidad de los inmigrantes venezolanos no solicitan el estatus de
refugio, debido, principalmente, a que no cumplen con las características
que les daría acceso al referido estatus (como son las amenazas a su vida,
libertad y seguridad). Más bien, son considerados migrantes económicos,
ya que su principal motivación para migrar es la búsqueda de mejores
condiciones económicas para ellos y sus familias”.
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VII. Recomendaciones
Dirigidas al Estado colombianio:
1. Agilizar, descongestionar y simplificar el procedimiento para la determinación de la
condición de refugiado a través de:
● Extender y  fortalecer la presencia de Migración Colombia tanto en ciudades
fronterizas como en pueblos y pequeñas ciudades para que la población extranjera
en busca de protección pueda aplicar desde su ubicación sin tener que movilizarse a
ciudades principales como Bogotá o Medellín. Buscando una armonía
procedimental entre el ente nacional con los entes locales.
● Aumentar y capacitar al personal del Ministerio de Relaciones exteriores, más
específicamente, en sus dos instituciones encargadas del reconocimiento de refugio,
Migración Colombia y la CONARE. Esto con el fin último de hacer frente al
aumento exponencial de solicitudes nuevas y pendientes.
● Transferir la firma final del canciller en la aprobación y notificación del
otorgamiento del reconocimiento de la condición de refugiado, a otro funcionario
que se enfoque solamente a esa función.
● Mejorar la interacción del Estado colombiano con las organizaciones no
gubernamentales de base que trabajan de cerca con población migrante, y por lo
tanto han ganado su confianza.
● Instaurar un mecanismo efectivo de identificación, diferenciación y determinación
de población migrante y personas en condición de protección.
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● Implementar un sistema de reconocimiento masivo de la condición de refugiado a
través de la figura Prima Facie.
● Establecer un tiempo límite en que el Ministerio de Exteriores deba responder a las
solicitudes de refugio, y posteriormente adherirlo a la normatividad migratoria para
un mayor efecto ejecutorio.
2. Ampliar el tiempo límite de dos meses que tienen los migrantes para aplicar al
reconocimiento de la condición de refugiado después de haber entrado al territorio,
y no incurrir en un vencimiento de términos.
3. Crear un canal comunicativo, informativo y de asesoramiento directo entre el
Estado colombaino y la población migrante sobre la institución de la protección
internacional.
4. Aclarar si es permitido o no que los aplicantes para la condición de refugiado que
son poseedores del Salvoconducto C-2 puedan participar en cualquier actividad
laboral remunerada.
5. Crear políticas públicas de integración e inserción laboral a los refugiados una vez
les haya sido otorgado el reconocimiento.
6. Fomentar y mejorar el seguimiento y asistencia social tanto a los aplicantes que
están en espera de una respuesta, como a los refugiados reconocidos. Asegurando
un alcance universal de derechos cívicos y sociales sin importar la nacionalidad.
7. Mejorar la cobertura del derecho a la educación y de la salud dirigida a la población
solicitante como refugiados reconocidos.
8. Instaurar un ente auditor independiente que evalúe y estudie el procedimiento de
análisis de solicitudes y de las entrevistas juramentadas realizadas por la CONARE.
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9. Alejarse de la interpretación estricta del artículo 1ro de la Convención del 51 sobre
el requisito de la prueba del temor fundado de persecución para la obtención del
reconocimiento de la condición de refugiado.
10. Sujetarse de la definición de refugiado contenida en la Declaración de Cartagena de
1984 y del régimen de derechos humanos para el estudio y análisis de las
aplicaciones.
11. Fortalecer la institucionalidad del Estado colombiano en la frontera, con el objetivo
de proteger a la población migrante que es víctima de violaciones de derechos
humanos en manos de grupos al margen de la ley.
12. Brindar asistencia humanitaria no solo en los siete puntos fronterizos oficiales sino
también en los pasos fronterizos irregulares denominados trochas.
13. Implantar un enfoque de derechos humanos y ayuda humanitaria en la frontera, en
lugar de una política de securitización y militarización.
14. Eliminar el requisito del pasaporte como determinante para ingresar al territorio.
15. Abrir la frontera parcialmente, aun en crisis de salud publica como el COVID-19.
16. Detener las deportaciones y expulsiones arbitrarias bajo la excusa de que las
entradas irregulares representan un riesgo a la salud pública debido la pandemia.
17. Armonizar el marco normativo doméstico colombiano con el derecho internacional




A pesar de que el marco normativo de protección internacional en Colombia se
fundamenta en cuatro instrumentos internacionales y regionales como lo son la Convención
sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951, la Declaración de Cartagena de 1984, la
Convencion contra la Tortura y Otros Tratos, y en el regimen de derechos humanos del
sistema Interamericano, en la practica es posible evidenciar un fracaso institucional en el
acceso y otorgamiento de proteccion internacional a los venezolanos. Quienes bajo la luz de
lo contenido en la amplia definición de refugiado de la Declaración de Cartagena, son
considerados en su mayoría refugiados ya que su vida y seguridad corren peligro debido a
la crisis humanitaria compleja en la que está sumergida Venezuela. Una crisis de origen
política en el 2013 cuando murió el presidente Chávez, y la cual ha logrado de manera
prolongada y constante afectar todas las dimensiones de la vida de los ciudadanos. En
Venezuela el sistema de salud es insuficiente; la educación es una cuestión de lujo y no de
derecho; casi dos tercios de su población sufre de hambre; y la inseguridad y crimen han
ubicado a siete ciudades venezolanas entre las más peligrosas del mundo.  Hechos que el
mismo Estado colombiano ha denunciado internacionalmente como resultados de una
“narco dictadura”. Una denuncia repetitiva del Gobierno de Iván Duque y que se sustenta
en la preocupación de la estabilidad política de la región. Sin embargo, esta actitud no tiene
más que un interés económico, pues el Estado busca desesperadamente una financiación de
cooperación internacional de diferentes actores para responder “adecuadamente” a lo que
ha denominado una crisis migratoria venezolana. Por lo tanto la condición interna de
Venezuela está siendo ignorada intencionalmente por el Estado colombiano como una
determinante para el reconocimiento institucional de los venezolanos como refugiados.
68
Al promover políticas de regularización migratoria que no se consideran políticas
complementarias de protección internacional como lo han sido las diferentes versiones del
PEP y el nuevo TPS, se puede concluir que Colombia en lugar de responder desde un
enfoque humanitario y de derechos humanos, ha decidido responder intencionalmente con
un enfoque político, securitista y de corto plazo. Esto se evidencia en el bajo y absurdo
número de reconocimientos de la condición de refugiado a venezolanos. Una cifra que es
superada abruptamente por países vecinos como Brasil, Perú y Ecuador, y la cual es el
resultado de cinco barreras sociales, políticas, y procedimentales que el Estado colombiano
ha emprendido.  Estas barreras son, primero, el desconocimiento de la institución de
protección internacional en la población debido al canal de comunicación débil entre el
Estado y la población migrante. Segundo, el proceso de solicitud para el reconocimiento de
la condición de refugiado es lento y burocrático, debido a que la norma no especifica el
límite de la respuesta y el personal Migración Colombia no es suficiente para atender la
gran cantidad de solicitudes. Tercero, la ausencia de un sistema de asilo en la frontera
colombo-venezolana, y la violacion de derechos humanos de la población migrante en un
un espacio fronterizo conflictivo e inseguro. Cuarto, la no aplicación de la Declaración de
Cartagena, y el imaginario colectivo de que los venezolanos son migrantes económicos.
Finalmente, un desinterés político en todos los niveles del Estado en reconocer a los
venezolanos como refugiados por miedo a desarrollar un efecto llamada.
Sin embargo, debido al cambio constante en la normatividad migratoria colombiana
y en las políticas migratorias dirigidas a los venezolanos, urge que se realice más
investigación que dé cuenta de la armonización entre el régimen internacional de protección
y el marco normativo doméstico de protección colombiano. No obstante, es necesario que
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este tema sea de interés no sólo desde una dimensión jurídica, sino también social. Indagar
en futuras investigaciones temas como la xenofobia y la aporofobia en la población
colombiana hacia los venezolanos, permitirá sin duda hacer un análisis y estudio más
holístico de la migración venezolana en Colombia.
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